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“Son varias las funciones que cumple el bien jurídico, no solo dentro del sistema penal 
sino en la sociedad, pues su relevancia hace que se desempeñe hoy día en varios ámbitos, donde 
no se habían ocupado de dicho concepto. Existen diferentes clases de bienes jurídicos, 
dependiendo del sujeto del bien jurídico y de la relación que tenga con el bien, se distingue 
entre bienes jurídicos individuales, que son aquellos cuyo sujeto es el individuo: la vida 
humana, la integridad física, el honor, entre otros. Los bienes de carácter colectivo diríamos 
que es la expresión de la presencia de unos bienes jurídicos individuales con barreras de 
protección para esos bienes, por lo que son, bienes intermedios como la salud pública o la 
seguridad vial. Y por último, los bienes jurídicos supraindividuales, que son de carácter no 
individual, por lo que, no existe una relación directa con los bienes individuales. Sin embargo, 
nos concentramos en la protección de la vida como bien jurídico y en 2 de sus aspectos 
principales: los valores propios de la colectividad, como el bienestar y la seguridad de la 
sociedad y los derechos fundamentales 
El bien jurídico “vida” se advierte como el más importante de todos, ya que un atentado 
contra ella resulta irreparable, pues la vida se erige en la condición necesaria para el disfrute 
de los restantes bienes. Ello hace que el derecho a la vida sea un atributo inseparable de la 
persona humana que condiciona su existencia y trae aparejado su desenvolvimiento espiritual 
y material.  Sin vida no hay libertad ni posibilidad alguna de ejercer los derechos naturales 
ínsitos a la esencia de la personalidad. Es decir, el ser humano como ser esencialmente libre 
puede basarse en dicha libertad para decidir responsablemente sobre su actuar que puede 
eventualmente ser el de quitarse la vida, lo cual no debe ser prohibido si tomamos en cuenta la 
dignidad de la persona, que la hace un ser racional”. (Cerna, 2015, p.5). 
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“Así entonces, el Código Penal Colombiano, en el capítulo único de la conducta 
punible, en su artículo 25, castiga todas aquellas conductas que atenten contra la vida de las 
personas, de tal manera que el atentado contra la existencia de un ser viviente desde el momento 
de la concepción en el seno materno hasta el momento del nacimiento constituirá el delito de 
aborto; mientras que la misma conducta realizada contra una persona, desde el nacimiento hasta 
el momento de su muerte, constituirá el delito de homicidio. La diferencia radica en que la 
primera es una vida dependiente, mientras que en el segundo caso, la misma es independiente, 
ya que ha existido separación de ésta respecto del seno materno que la concibió. De lo que no 
debe quedar duda alguna es que, conforme a nuestro ordenamiento legal, la “vida” se protege 
desde la concepción hasta la muerte, lo que cambia (durante esos momentos de la existencia) 
es la fuerza de protección”. (Conti, 2010, p.1). 
“El derecho a la vida es el fundamento de todos los demás bienes jurídicos, sin el que 
otros derechos no tendrían existencia alguna (naturaleza compleja) y, es el primer y más 
importante de los bienes que se reconoce a todo individuo de la especie humana (naturaleza 
valorativa), y el derecho a que se respete su existencia le es inherente a toda persona humana 
como realidad psicofísica (naturaleza ontológica). Sólo un concepto de vida humana que 
contenga su naturaleza compleja, valorativa y ontológica es compatible con los Derechos 
Humanos y los Estado Constitucionales de Derecho”. (Villavicencio, 2013, p.3). 
“Sin embargo, la vida puede ser un bien jurídico indisponible y disponible. La razón 
para la indisponibilidad de ciertos bienes jurídicos de importancia grave, tales como la vida, se 
encontraría según varios autores en la protección normativa de los intereses a largo plazo del 
individuo. Para las tesis de esta índole, se “pretende proteger al individuo de su propia 
irracionalidad”. En opinión de Tomás-Valiente, donde mayor plausibilidad tienen los 
postulados favorables a la indisponibilidad de la vida es en el ámbito de casos que no pueden 
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ser considerados como de eutanasia pasiva o indirecta en sentido estricto, sino que –como en 
el homicidio a petición de una persona competente– se refieren a la disposición voluntaria, libre 
y premeditada de la vida, con colaboración activa y decisiva de un tercero, sin la concurrencia 
de circunstancias que, como en el caso de la eutanasia pasiva solicitada por el paciente terminal, 
hagan atendible a priori la razonabilidad externa de una “voluntad de morir”. En estas 
situaciones, precisamente, pareciera existir una prevalencia de criterios intersubjetivos, 
prohibitivos de la disposición de la vida ajena, por sobre la voluntad libre e informada de quien 
desea morir. 
Un modelo paradigmático de las argumentaciones que han intentado fundamentar 
teóricamente la disponibilidad de la vida es el desarrollado por Ronald Dworkin. Intentando 
dar una solución genuinamente liberal al problema, este autor ha dado una interesante defensa 
de la admisibilidad del suicidio asistido y de la eutanasia. Esta argumentación tiene como punto 
central la idea de que existen ciertas decisiones de tal relevancia para la construcción de la 
propia identidad y del sentido de la propia vida, que no deben quedar al arbitrio estatal, sino 
sometidas a la decisión autónoma del propio ciudadano. Entre tales decisiones cabría, según 
Dworkin, la decisión de cómo y cuándo morir, pues “hacer que alguien muera en una forma 
que otros aprueban, pero que él cree que es una contradicción horrorosa con su propia vida, 
constituye una devastadora y odiosa forma de tiranía”. 
Para Dworkin, en el problema de la eutanasia existen tres cuestiones de carácter moral 
y político fundamentales: la autonomía, los mejores intereses del paciente y el carácter sagrado 
de la vida. Respecto a los dos primeros, este autor señala que es correcto que el respeto a la 
autonomía individual suministra un criterio claro a favor de permitir la disposición de la propia 
vida, mientras que el de los mejores intereses puede aportar criterios favorables a ambas 
posturas. En tanto, tratándose del carácter sagrado de la vida (el argumento más común en 
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contra de la permisión de la eutanasia y el suicidio asistido), Dworkin sostiene que “la 
convicción de que la vida humana es sagrada suministra, probablemente, la base emocional 
más poderosa para resistirse a la eutanasia”. Pero en opinión de este autor, es justamente el 
criterio de la santidad de la vida el que puede otorgar un argumento fundamental a favor de la 
eutanasia. En este sentido, el hecho de que la vida sea una cuestión tan sagrada e inviolable, 
implicaría para Dworkin la necesidad de que las decisiones más relevantes referidas a ella sean 
dejadas al arbitrio de las personas, pues “las opiniones se dividen, no porque algunas personas 
desprecien valores que otras aprecian sino, por el contrario, porque los valores en cuestión se 
encuentran en el centro de la vida de cualquiera, y porque nadie puede tratarlas como 
suficientemente triviales como para aceptar las órdenes de otras personas acerca de lo que estos 
valores significan” (Jiménez, 2012, p. 262-264). 
“Podemos resumir entonces, que el derecho penal protege bienes vitales, coloca al 
sujeto en medio de esos bienes concretos y reales bajo la perspectiva que deben servir al 
desarrollo personal del individuo. En este sentido el planteamiento no se reduce al 
reconocimiento sólo de bienes jurídicos individuales, vida, libertad, honor; si no a la 
construcción del bien jurídico que bajo ninguna circunstancia debe someter las posiciones de 
desarrollo y participación de los individuos, hecho que se podría dar si por ejemplo se 
penalizara los matrimonios interraciales. El criterio límite y en su caso corrector de bienes 
jurídicos viene presidido por la persona humana, por el reconocimiento que de él hace el 
Derecho y que no permite la instrumentalización (vía infracción penal) que afecte su libertad y 
sus medios de participación social. Ningún hombre puede ser medio para otro”. (Urquizo, 1998, 
p.6). 
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MARCO TEÓRICO 
Derechos Fundamentales 
“Es de importancia tener en cuenta las relaciones y diferencia entre las nociones de bien 
jurídico, valores constitucionales, derechos humanos, derechos fundamentales. Sea cualquiera 
la manera como, en la dogmática penal, haya sido concebido el bien jurídico, se puede afirmar 
que con este criterio se hace referencia a intereses, relaciones o posiciones que son consideradas 
esenciales para la vida comunitaria. La apreciación de valor que esta noción contiene implica 
que la Constitución, en la medida en que establece los fundamentos y los lineamientos de la 
organización política de la sociedad, constituye un elemento orientador fundamental para 
valorar dichas relaciones y posiciones sociales. Sin que esto signifique que la Constitución sea 
la única cantera de donde deben ser extraídos los bienes jurídicos que merecen protección 
penal, ni que esta protección debe ser brindada a todos los bienes considerados en la 
Constitución o contra toda forma de ataque de que puedan ser objeto. Dichos intereses, 
posiciones o relaciones son el objeto de derechos, libertades o competencias establecidos por 
la Constitución y la legislación. 
En cuanto son objeto de reconocimiento constitucional, se habla de derechos 
fundamentales individuales o colectivos. Estos son los denominados derechos humanos de la 
primera, segunda o tercera generación. Al protegerse penalmente, se les considera como bienes 
jurídicos, objetos del perjuicio o puesta en peligro que representa el comportamiento declarado 
delictuoso. En razón de su condición humana, toda persona es titular de los derechos 
fundamentales. Persona, condición humana y derechos fundamentales están estrechamente 
relacionados. Así, los fundamentos de los derechos humanos permiten, al mismo tiempo, 
caracterizar a la persona como tal. Se trata, en primer lugar, del principio de la inviolabilidad 
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que prohíbe al individuo sacrificarse con la única finalidad de beneficiar a terceros. En segundo 
lugar, el principio de la autonomía de la persona que reconoce un valor especial a la realización 
de proyectos de vida y de ideales escogidos libremente. Por último, el principio de la dignidad 
humana que exige tratar a las personas según sus actos voluntarios y no en razón a 
circunstancias que escapan a su control. 
Es la dignidad de persona que es considerada como criterio normativo por los 
defensores de la teoría normativa del honor.  La dignidad de la persona implica que ésta sea 
respetada, condición indispensable para el desarrollo de la personalidad. En esta perspectiva, 
la persona tiene el derecho o la pretensión al respeto necesario para poder obrar normalmente 
en la comunidad. Es decir, para desarrollar en las mejores condiciones sus relaciones con los 
demás miembros del grupo social. Este derecho implica que éstos se abstengan de ignorar o 
vilipendiar el respeto debido a la persona, respeto fundado en la dignidad humana. 
En su calidad de derecho fundamental de la persona, podemos encontrar el derecho de 
propiedad, que debe ser garantizado de igual manera para todos. Según el criterio jurídico, el 
patrimonio de una persona está constituido por el conjunto de todos sus derechos y obligaciones 
patrimoniales. Es decir, se trata de los derechos subjetivos reconocidos por el derecho civil sin 
importar que posean un valor pecuniario o sean idóneos para procurar a su titular un cierto 
poder económico. La propiedad privada es así percibida como la base del régimen social y 
económico del país; es decir como la base fundamental del sistema liberal que se busca 
constituir. La dimensión social del derecho de propiedad es señalada en la medida que debe ser 
ejercido dentro de los límites de la ley y en armonía con el bien común.” (Hurtado, 2007 p. 5-
17). 
“El Estado debe garantizar el pleno ejercicio y goce de los derechos fundamentales, 
pero a la vez, esa garantía es relativa cuando el mismo Estado limita los derechos 
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fundamentales conforme la constitución política y la ley. Cuando el Estado vulnera los 
derechos fundamentales no está garantizando ni limitando su ejercicio, sino que se extralimita 
en las reglas para garantizar o limitar los derechos. En una investigación penal, la única 
actuación válida por parte del Estado es la limitación del ejercicio de los derechos 
fundamentales, porque, mientras no los limite lo que debe hacer es protegerlos, y si los vulnera, 
lo que debe hacer es restablecer su ejercicio. (García, 2018, p.16-33). 
“Podemos observar que respecto a la vida, los límites de protección jurídica vienen 
marcados por la propia temporalidad de la misma. La vida humana, como cualquier fenómeno 
biológico está sometida al inevitable proceso de nacimiento, desarrollo y muerte. No se puede 
proteger la vida que todavía no existe o que ya ha dejado de existir. Sin embargo, esta verdad 
difícilmente discutible, se complica por el hecho de que la vida no es un fenómeno estático, 
sino dinámico, en el que es difícil, por no decir imposible, marcar con certeza científica cuándo 
comienza y cuándo acaba. Existe, además, el hecho de que la vida antes de alcanzar su 
autonomía pase por un proceso de formación desde el momento de la concepción hasta su 
independización del claustro materno. Ello determina una distinta valoración según se haya o 
no producido la separación del claustro materno. Razones, no sólo científicas, sino filosóficas 
y jurídico-penales obligan a distinguir la protección jurídica a la vida humana según haya 
alcanzado o no la independización del claustro materno. Y ello aun admitiendo que el derecho 
a la vida al que alude el art. 15 de la CE se refiere también a la vida de los aún no nacidos. En 
todo caso, la distinción entre delito contra la vida humana independiente y delito contra la vida 
humana dependiente, entre homicidio (Título I) y aborto (Título II) en el Código Penal, refleja 
una distinta valoración de un derecho que, en principio, nadie discute en su fundamentalidad. 
En recapitulación, el Derecho Penal protege los derechos fundamentales en la medida 
en que éstos, a través de un proceso de normativización, son reelaborados en función de 
9 
 
necesidades específicas y de determinados principios característicos, y convertidos en bienes 
jurídicos. De forma que, como ya se ha dicho, tan importante o más que el concepto de bien 
jurídico o de derecho fundamental que subyace en todo tipo delictivo, es el proceso mismo 
social y político a través del que se constituye. En esta tarea el Derecho Penal goza de una 
autonomía casi absoluta, pero esto no quiere decir que los bienes jurídicos (los derechos 
fundamentales convertidos en bienes jurídicos protegidos en los respectivos penales) puedan 
ser protegidos de cualquier modo o de forma arbitraria. La protección de bienes jurídicos no 
significa necesariamente protección a través del Derecho Penal. Los bienes jurídicos, dice 
ROXIN, no sólo deben ser protegidos por el Derecho Penal, sino también ante el Derecho 
Penal.” (Muñoz, 2003, p.3-10). 
Los derechos fundamentales ya los conocemos como aquellos derechos que deben de 
tener una máxima protección como se menciona anteriormente por los organismos de control 
dentro del ordenamiento jurídico colombiano e incluso a nivel internacional (Colombia, 2018), 
estos a su vez se encuentran relacionados con las distintas ramas de lo que es hoy en día el 
derecho, pero dentro de lo que es el derecho penal hacemos una leve comparación de lo que 
son los derechos fundamentales y los bienes jurídicos. Los bienes jurídicos dentro lo que es 
derecho penal, se establecen como un bien material o inmaterial que son protegidos por el 
derecho (JURIDICO, s.f.), esto ya entrando a una profundización de estos dos en el 
ordenamiento jurídico penal, establecemos que inicialmente el hablar de la protección de los 
bienes jurídicos es como estar hablando también de lo que es la protección de los derechos 
fundamentales, esto estableciendo que el cuerpo penal de las normatividad colombiana lo que 
realiza es que recoge la mayoría de características y disposiciones para lograr dar la protección 
primordialmente a lo que es la protección de interés y derechos fundamentales para el individuo 
en sí y para la sociedad. [1] 
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Lo que es la doctrina del derecho penal a lo largo del tiempo ha convertido la teoría del 
bien jurídico en aquellos derechos fundamentales que son tan importantes de proteger para 
lograr un equilibrio social debido a que estos nos ayudan a regular las conductas humanas para 
lograr cierta armonía en la sociedad, esto estableciendo sanciones radicales a aquellos actos 
que puedan poner en riesgo el equilibrio anteriormente mencionado (CASTRO, 2013). Es claro 
que se debe de aclarar que no todos los bienes jurídicos que protege el derecho penal brindan 
una protección a los derechos de carácter fundamental sino que también lo que es el código 
penal reconoce derechos que aunque no son fundamentales dan una afectación directa a la 
persona, como ejemplo tenemos la afectación a la propiedad privada como el hurto o la 
alteración del orden socioeconómico pero que a pesar de que estos no se constituyen como 
derechos fundamentales, de igual manera se establecen en el derecho penal y se protegen, es 
así que el estado colombiano sea cuales fueren sus particularidades sociales, jurídicas y 
económicas, deben de brindar una garantía a cada uno de los derechos fundamentales de cada 
individuo que pertenezca a nuestra sociedad. [2]  (CONDE, 2020) 
Es así como también tenemos en cuenta que las posturas que se han dado a lo largo de 
la historia respecto al derecho penal tienen distintas perspectiva en relación a lo que son los 
bienes jurídicos y los derechos fundamentales, dentro de los principales planteamientos son el 
del derecho penal liberal que establece que el cuidar los derechos subjetivos llega a una 
perspectiva de imponerle límites al estado para ejercer el derecho penal ante lo que es el delito 
o la violación de estos derechos y es así como lograr una protección para la persona en si ante 
el estado, con esto se logra evidenciar que según esta doctrina es claro que el derecho penal se 
usa como un instrumento de persecución para lo que es el delito estableciendo medidas eficaces 
o procedimiento para así lograr “estructuras normativas que sobrepasen los límites de la 
actividad estatal sobre los derechos fundamentales de los individuos; de privilegiar a la 
sociedad antes que a la personaa ” (Castro, 2013). 
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Valores propios de la colectividad 
El contenido de los valores de la sociedad está cargado de un contenido de creencias 
derivadas de la costumbre y un  consenso social. Sin embargo es importante mencionar la 
relación entre ética y moral ya que la sociedad está directamente relacionada ya sea por generar 
un cambio positivo, según Macias (2004) algunas causas para que se señalan nuevos grupos 
humanos que buscan cambios negativos son la pérdida de conciencia social, el descuido de la 
educación en las nuevas generaciones junto con la pérdida de valores entre ellos el respeto 
social e individual. 
Entre los valores colectivos encontramos el bienestar conocido como bien común y la 
seguridad estos se ven reflejados en los acuerdos o participaciones políticas como el plebiscito. 
El bienestar Social más conocido como bien común, esto entendido como un mismo fin 
de cada persona para lograr vivir en armonía, sin embargo como todo ciudadano tiene el 
derecho de libertad también se deben imponer limitaciones, estas son regidas por la ley que 
funciona como instrumento de cumplimiento. Entre los bienes comunes políticos podemos 
resaltar el compromiso de todos, no sólo de los gobernantes, por la defensa de sus 
conciudadanos, la preocupación por la paz y la seguridad, tanto interna como extema; la 
solicitud por una correcta organización de los poderes del Estado; la creación y mantenimiento 
de un ordenamiento jurídico claro y eficaz; una protección especial a la familia a los ancianos, 
a los menores, a los enfermos y a los discapacitados; la colaboración en servicios esenciales 
tales como la sanidad, la alimentación, la habitación y el vestido, la educación y la cultura; la 
promoción de las condiciones de trabajo y de ocio adecuadas; entre otros (Poole, 2008). 
La seguridad social se transforma en un objeto importante para la garantía de las 
situaciones de existencia de los individuos, por ello en el Estado Social y Democrático de 
Derecho porque no es tema de más de la seguridad del individuo, constituida por el estado, 
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contra los peligros que el individuo estaría expuesto, aun así cuando la sociedad este fundada 
y organizada de mejor manera; es importante resaltar que la seguridad social es un plan claro 
y conciso a disponibilidad de todo gobierno nacional que previamente adopte la decisión 
política de prohibir la miseria, puesto que cuya puesta en obra puede requerir, dependiendo el 
caso, medidas medianamente complejas, esto es netamente un problema administrativo y de 
práctica (Tovar 2011). 
Lo importante es la opción por la seguridad social que en la mayoría de los casos, ya 
está realizada por el constituyente y por lo tanto queda restringida la libertad del legislativo en 
este punto, que no logra sino conservar el sistema de seguridad social protegido por una 
garantía de prototipo institucional ; se puede concluir que la seguridad social se ha 
transformado en un valor de carácter universal en sí mismo, en cuanto es un objeto de garantía 
de derechos a prestaciones que hacen viable el camino a la dignidad que como ciudadanos 
todos las personas poseen. Esto consta de establecer qué debe concebir por la seguridad social 
para saber con exactitud a que es a lo que están envueltos los estados signatarios de los grandes 
objetivos internacionales de amparo de los derechos humanos (Tovar 2011). 
La  seguridad social se puede declarar un derecho constitucional o un derecho 
fundamental y la declaración universal de los derechos humanos la cual fue adoptada por la 
asamblea general de las naciones unidas en 1948, establece que en el artículo 22 dice lo 
siguiente: "Toda persona tiene derecho, como miembro de la sociedad, a la seguridad social.". 
Evidentemente, no es el único instrumento internacional que reconoce este Derecho. El derecho 
a la seguridad social, es un derecho plenamente reconocido por el Derecho Internacional de los 
derechos humanos. Con vigencia y reconocido en Colombia en el artículo 48 de la constitución 
política el cual consiste en que la seguridad social es un servicio público con un carácter 
obligatorio bajo el control del estado, dicho esto se debe proteger el bien jurídico de la vida ya 
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que este va en cada individuo que está incorporado en la sociedad. La declaración de los 
derechos humanos afirma que difunde ciertas características como los son: 
Trata de un derecho inherente a todo individuo y a su dignidad, ya que la norma 
reconoce que toda persona es titular del derecho fundamental de la vida, ya que ni la sociedad 
ni el estado pueden atentar contra dicho bien jurídico. Por ende se encuentran en la obligación 
de respetar, promover y garantizar de tal manera reconocible ante la persona. Por lo tanto es 
inherente a su dignidad. 
Es un derecho exigible al estado ya que a él es que le corresponde el actuar con 
objetividad los intereses generales o públicos, el derecho a la seguridad social debe ser un 
derecho fundamental, inherente a todo ser humano que en lo posible se debe satisfacer mediante 
el concurso con todos, esto quiere decir que el estado se encuentra obligado a que deben 
cumplirse estos derechos. 
No obstante, este también cuenta con unas garantías la cual derivan de su propia 
naturaleza, como lo es el principio de la universalidad subjetiva y objetiva la cual brinda una 
igualdad y no una discriminación, ya que al pertenecer a la humanidad este naturalmente se 
incorpora la sociedad, por ende tiene derecho a la seguridad, por eso se debe garantizar la 
protección del derecho fundamental de la vida. Como la integridad que es derivada del bien 
jurídico de derecho y la dignidad humana. 
En un amplio de sentido de legalidad se encuentra el artículo 48 de la constitución 
política el cual destaca que: La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio 
que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios 
de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. Se garantiza 
a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. El Estado, con la 
participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la Seguridad Social 
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que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la Ley.(Const.,1991, 
art.48) 
La seguridad colectiva queda establecida como un bien jurídico cuya legalidad habita 
en el referente individual, abandonar la protección de bienes jurídicos básicos como la vida o 
la salud en manos de los delitos imprudentes resulta político criminalmente insatisfactorio, se 
llega señalando desde un aspecto ya nombrada ¨jurídico criminal¨ los delitos imprudentes de 
consecuencia no dan mucho mas de si, por esto el legislador concluye de manera expresa  
fundar fundamentos de los bienes jurídicos intermedios como la seguridad colectiva que trata 
en el alimento de la seguridad de bienes jurídicos individuales como un medio de protección 
de los mismos; el bien jurídico seguridad queda alineado dogmáticamente de esta manera como 
un bien jurídico colectivo con un referente de tipo individual (Sánchez 2017). 
LESIÓN DE LOS BIENES JURÍDICOS COLECTIVOS 
Para desarrollar el presente tema es necesario reconocer el  principio de lesividad y su 
concepto básico frente a los bienes jurídicos colectivos, este puede  entenderse como la 
imposibilidad de cualquier derecho de legitimar una intervención punitiva cuando a lo sumo 
no media un conflicto jurídico, entendido este último como la afectación de un bien jurídico 
total o parcialmente ajeno. Por lo demás, a los efectos de una adecuada interpretación del asunto 
que parta de la base de un derecho penal concebido como un sistema destinado a contener y 
reducir el poder punitivo, no puede pasar por alto el concepto limitativo de bien jurídico 
afectado como expresión dogmático del principio de lesividad que viene a requerir también. El 
autor  ( Sánchez, Carlos. 2013) explica brevemente y nos acerca a  la teoría Bindigniana, que 
señala que el delito se constituye por una infracción al deber de obediencia que el ciudadano 
tiene con el Estado, el cual es el titular de ese derecho subjetivo público, en pero el delito no 
lesiona ni la  norma,  ni  el  derecho  subjetivo,  sino  los  bienes  jurídicos  que  le  sirven  de 
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sustrato; en tal sentido si toda norma penal tiene a su base un interés jurídico,toda desobediencia 
a la norma constituye una lesión para el bien jurídico que la misma contienen una entidad 
mínima de afectación, sea por lesión o por peligro. (Vintimilla,Eduardo.2007 ) 
Teniendo en cuenta las características a nivel constitucional universal  más relevantes 
que se han desarrollado durante los años, que podrían señalarse respecto de la lesividad de los 
bienes jurídicos serían las siguientes: 
Carácter normativo. No obstante su objetividad, el bien jurídico cuando es elevado a la 
categoría de bien jurídico penal, presenta unas cualidad valorativas, y es que necesariamente 
toda vinculación al orden jurídico debe entrañar una connotación axiológica de la cual tampoco 
escapa el bien jurídico y la cual debe reconocerse sin que por ello pierda su aspecto empirista; 
como bien jurídico penal la esencia del mismo, se cimienta en la capacidad valorativa de lo que 
se protege, es decir en su contenido de deber ser.Carácter  dinámico.  La  cualidad  de  
relatividad  del  bien  jurídico,  permite descubrir  su  vocación  democrática,  por  cuanto  no  
significan  unas  relaciones inmutables, de ahí que la variabilidad sea una característica 
fundamental de los bienes  jurídicos,  pero  este  aspecto  debe  de  estimarse  desde  una  
amplitud.  ( Sánchez, Carlos. 2013) 
 
Se pueden encontrar el principio de lesividad o principio de lesividad  representados 
internacionalmente por medio de declaraciones,convenios leyes  que actúan como garantías, 
defensa y respaldo jurídico, son los siguientes; ( Sánchez, Carlos. 2013) 
● Art. 11.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos Art. 5 de la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 
● Art 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
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● Art. 16 de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, o el art. 1 
del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos. 
● La reforma constitucional del año 1994 se estableció a través del art. que los 
tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes, dándosele a aquéllos expresamente 
enunciados en la norma, jerarquía constitucional. 
Ahora bien la  lesión  para  un  bien jurídico conlleva a una ponderación que requiere realizar 
un análisis de la adecuación  típica  de  la  conducta,  lo  cual  significa  que  una  vez  agotado  
el examen de la tipicidad en el ámbito objetivo y subjetivo, debe establecerse un juicio  de  
antinormatividad  suficiente,  y  ello  significa  el  sí  tangiblemente  el bien jurídico ha sufrido 
lesión o si únicamente se trata de una infidelidad normativa, supuesto en el cual, no procedería 
entender típica, la conducta. 
Por otro lado podemos encontrar el método de concreción, donde esta nos muestra dos 
cualidades esenciales, primero es dinámica, esto quiere decir que es la función social que 
trabaja algunos aspectos de la realidad social, la cual es a favor de un concepto jurídico y el 
segundo es un referente distinto al individuo, donde está adopta un diferente enfoque a los 
delitos hacia los bienes jurídicos colectivos, estos afectan oposición en contra de la condiciones 
de un subsistema de comunicación. 
La función social que tiene la concreción es básicamente es delimitar el contenido de 
los bienes, como lo menciona Soto (2005) los bienes jurídicos colectivos son tres: las que 
aluden a expectativas de seguridad de los ciudadanos, al correcto funcionamiento de ciertas 
instituciones y a la confianza de los ciudadanos en el correcto funcionamiento de las mismas 
(p. 849) El significado que tiene cada una de ellas mencionadas anteriormente, primero se basa 
en el ámbito de los delitos en contra seguridad de los ciudadanos y en algunas maneras estas 
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no aportan sobre lo legítimo de las normas, en la segunda no se encuentra algo concreto en un 
objeto penal. 
Por otro lado, se considera que el estado no se hace cargo de algunos bienes jurídicos 
colectivos, pero sí en la parte Penal, donde se les da protección esencial, pero de todas formas 
por más que se intente no se puede realizar una concreción de todos los bienes jurídicos 
colectivos, en este caso se realizarán dos o más grupos para diferenciar los bienes que 
representan en sistema social. 
También podemos encontrar el método del análisis sociológico – normativo, la cual 
habla sobre la concreción de los bienes jurídicos colectivos, así como lo menciona el autor, 
resalta que: 
La teoría sistémica puede ser un método de análisis útil entendida como conjunto de 
instrumentos que ayudan a una mejor descripción de la realidad social y jurídica. Su 
principal limitación radica en su neutralidad valorativa, por lo que no sirve, por sí sola, 







En conclusión, a través de las garantías los derechos se pueden ejercer plenamente. A 
través de la limitación los derechos se relativizan. Debe dejarse claro que la protección del 
ejercicio de los derechos fundamentales en la actuación penal no es únicamente para la persona 
que está siendo investigada, sino que se extiende a todas las personas que de una u otra manera 
intervienen en ella. Además, la protección de los derechos fundamentales de una de las partes 
e intervinientes no debe redundar en perjuicio de otra. Esos derechos fundamentales pueden 
ser limitados, para lo cual, se deben seguir los parámetros constitucionales y legales.3. Cuando 
no se cumple con los parámetros constitucionales y legales la limitación degenera en una 
vulneración del ejercicio de los derechos fundamentales. La limitación del ejercicio de los 
derechos fundamentales no acarrea consecuencias jurídicas. En cambio, la vulneración del 
ejercicio de los derechos fundamentales permite que se activen diversos mecanismos para 
restablecer el ejercicio de los derechos vulnerados. 
El bien jurídico (o derecho fundamental) de la integridad moral aparece como un bien 
jurídico difuso, cuyo arranque lo podemos situar en el concepto de dignidad humana, 
entendiendo por ésta la propia cualidad de ser humano y el respeto a esa cualidad que todos 
tenemos por el hecho de ser personas; o sea, la superioridad o importancia que se le concede a 
una persona por el simple hecho de serlo y con independencia de la forma en que se comporte. 
Es así como logramos evidencias que lo que son las ciencias jurídicas penales logran 
ser precisas en sus conceptos y en sus relaciones, pues es de gran ayuda para ampliar la 
perspectiva respecto a la relación entre los bienes jurídicos y los derechos fundamentales dentro 
de nuestra sociedad, pues los dos aunque no son iguales logran presentar características muy 
similares y logran relacionarse de manera precisa en lo que son las relaciones jurídicas  de 
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conceptos, y con estos dos trabajando de la mano se logra llevar un equilibrio dentro del 
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